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.(Expte. CJS 33.055/09 – Burgos)


 (Registro: Tomo 148:599/618)


Salta, 16 de septiembre de 2010.



Y VISTOS: Estos autos caratulados “BURGOS, JOSÉ ALFREDO EN REPRESENTACIÓN DE FIGUEROA, ELDA BETINA VS. INSTITUTO PROVINCIAL DE SALUD DE SALTA (I.P.S.); OBRA SOCIAL DE LA U.N.S.A. (OSUNA) – AMPARO – RECURSO DE APELACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.055/09), y


____________________________CONSIDERANDO:



Los Dres. Guillermo Alberto Catalano y Abel Cornejo, dijeron:




1º) Que contra la sentencia de fs. 155/167 y vta. que hizo lugar a la demanda en los términos y con los alcances expresados en el considerando XII, y condenó al Instituto Provincial de Salud de Salta al reintegro del precio del pasaje de avión de fecha 11/08/09 adquirido a la empresa Clever Tours y los correspondientes al tercer viaje realizado por el actor y la Sra. Elda Betina Figueroa a la ciudad de Buenos Aires e impuso las costas a su cargo, el Instituto Provincial de Salud de Salta interpuso recurso de apelación a fs. 175.



Para así resolver, el juez “ a quo” entendió que -en autos- se encuentra comprometida la tutela de un derecho constitucional básico, como lo es el derecho a la salud; que el Instituto Provincial de Salud de Salta es una entidad autárquica, con personería jurídica, individual, administrativa, económica y financiera, y capacidad como sujeto de derecho, y que, conforme a los precedentes que cita, se infiere que la tesitura adoptada por el Instituto en estas actuaciones se inspira en el mantenimiento del equilibrio de la ecuación económica de la Obra Social, lo que –sostuvo- se evidencia como un criterio subalterno a los derechos a la vida y a la salud en juego, que refleja una conducta arbitraria e ilegítima.




Expresó que la grave dolencia de la Sra. Elda Figueroa no ha sido controvertida; que las demandadas han brindado cobertura parcial para que la misma sea intervenida quirúrgicamente; que no se ha cuestionado que de conformidad a la situación social y laboral de la demandante le corresponda la cobertura total, y entendió injustificada la postura asumida por las accionadas._



Indicó que las previsiones legales aplicables a ambas demandadas no excluye la posibilidad de concurrencia entre las mismas, y afirmó que si cada una de las obras sociales, de acuerdo a las normas que rigen su actividad, estaba obligada a cubrir el 80% de las prestaciones, la concurrencia de ambas sólo puede tener por resultado que la Sra. Figueroa reciba cobertura total. Consideró que las normas reglamentarias que regulan las coberturas que brindan las accionadas, constituyen disposiciones infra constitucionales y que por ello debe privar el plexo constitucional -Nacional y Provincial- y los tratados internacionales de derechos humanos de igual rango.



Afirmó que es verdad que la práctica quirúrgica se pudo haber realizado en Salta; que el costo de la intervención en la Capital Federal no luce desorbitado, respecto de los valores estimados en los nomencladores de las demandadas; que en el caso quedó demostrado que la intervención quirúrgica por la cual optó la actora no se realizaba en nuestra Capital; que los beneficios laborales de la misma son más que importantes, y que un agente fuera de servicio es un costo para el empleador que se debe considerar. En este contexto ordenó a las demandadas la cobertura de las prestaciones recibidas por la Sra. Elda Figueroa, con total abstención de efectuar cobro alguno a la actora en concepto de coseguro, y condenó al I.P.S.S. a afrontar el precio del pasaje en avión de fecha 11/08/09, y los correspondientes al tercer viaje realizado por la actora y su cónyuge, para revisación, y a la codemandada OSUNSA, a cubrir el 100% de la práctica quirúrgica y gastos de internación.



Al expresar agravios (fs. 182/185) la obra social codemandada (I.P.S.S.) sostiene que, en autos, no se demostró la necesidad de la vía ni se fundó su procedencia; que nunca existió amenaza inminente ni lesión consumada al derecho a la salud; que su parte cumplió con el compromiso asumido en la audiencia de conciliación conforme constancia agregada a fs. 99; que dicha circunstancia es reconocida por el sentenciante mediante decreto de fs. 135; que al interponer la presente acción, la actora ya tenía concedida, por la codemandada (OSUNSA), la cobertura para la intervención y, por su parte, los gastos de traslados y viáticos; que la práctica requerida es una práctica normal, que se realiza en esta provincia de manera habitual, y sin riesgos; que al ser una operación de rutina sin consecuencias, la derivación solicitada es un mero capricho; que no existió indefinición de la cobertura médica, y que en el presente no existía ninguna complejidad por tratarse -la operación de hernia de disco- de una práctica de rutina.



Alega que, conforme a la ley de contabilidad, no resulta procedente el reintegro de un pasaje que no se encuentra acreditado con los comprobantes respectivos en ese organismo, y, finalmente, solicita se imponga a la actora las costas por la parte de la acción que no prosperó.



A fs. 192/197 contesta agravios la actora, peticionando el rechazo del recurso de apelación en virtud de los argumentos que allí expone.



A fs. 205/206 se incorpora el dictamen del señor Fiscal ante la Corte Nº 1.



A fs. 207 se llaman autos para resolver, providencia que se encuentra firme.



2º) Que, a tenor de lo dispuesto por el art. 87 de la Constitución de la Provincia, la acción de amparo procede ante actos u omisiones ilegales de la autoridad o de particulares, restrictivos o negatorios de las garantías y derechos subjetivos explícita o implícitamente allí consagrados. La viabilidad de este remedio requiere, en consecuencia, la invocación de un derecho indiscutible, cierto y preciso, de jerarquía constitucional, pero además que la conducta impugnada sea manifiestamente arbitraria o ilegítima, y que el daño no pueda evitarse o repararse adecuadamente por medio de otras vías (cfr. esta Corte, Tomo 91:603; 95:711; 119:495, entre otros).



Así, constituye el amparo un proceso excepcional que exige, para su apertura, circunstancias muy particulares, caracterizadas por la presencia de arbitrariedad o ilegitimidad manifiestas que, ante la ineficacia de los procedimientos ordinarios, origina un daño grave sólo eventualmente reparable por este procedimiento urgente y expeditivo. Debe tratarse de una vulneración ostensible de garantías constitucionales, pues, la razón de ser de la acción de amparo no es someter a la vigilancia judicial el desempeño de los funcionarios y organismos administrativos, ni el contralor del acierto o error con que ellos cumplen las funciones que la ley les encomienda, sino proveer el remedio adecuado contra la arbitraria violación de los derechos y garantías reconocidos por la Constitución (cfr. doctrina de la CSJN en Fallos, 305:2237; 306:788, entre muchos otros).



Por ello, el objeto de la demanda de amparo es la tutela inmediata de los derechos humanos esenciales acogidos por la Carta Magna frente a una transgresión que cause daño irreparable en tiempo oportuno y que exige urgentes remedios (D.J. Tomo II, 1985,  pág. 452).



3º) Que, por su parte, cabe recordar que a pesar de la    inexistencia de normas referidas de manera sistemática a la salud, su reconocimiento y protección surgen de diversas disposiciones de la Constitución Nacional, en particular, de los arts. 31, 33, 41, 42 y 75 incs. 19 y 23. A su vez, nuestra Carta Magna Provincial, en sus arts. 41 y 42, contiene disposiciones concretas y claras referidas a la protección del derecho a la vida y a la atención de la salud.



La salud como valor y derecho humano fundamental encuentra, también, reconocimiento y protección en diversos instrumentos comunitarios e internacionales, que gozan de jerarquía constitucional en virtud de lo preceptuado por el art. 75 ap. 22 de la C.N., entre los que cabe mencionar la declaración Universal de Derechos Humanos de la ONU de 1948, arts. 3º y 25 inc. 1º; el Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 12; la Convención Americana de Derechos Humanos, arts. 4º y 5º, entre otros.




La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que el derecho a la vida es el primer derecho natural de la persona humana, preexistente a toda legislación positiva, y que resulta reconocido y garantizado por la Constitución Nacional y las leyes que el derecho a la salud, que no es un derecho teórico sino que debe ser examinado en estrecho contacto con los problemas que emergen de la realidad social, penetra inevitablemente tanto en las relaciones privadas como en las semipúblicas (cfr. Fallos, 324:754, del voto de los Dres. Fayt y Belluscio).



4º) Que, analizadas las constancias de autos, del escrito de demanda surge que promueve el actor, en representación de su cónyuge, la presente acción solicitando se condene -a las demandadas- a proveer una cobertura del 100% de toda prestación médica, el reconocimiento de los gastos que demande el traslado de su esposa y los de un acompañante a la Fundación Favaloro en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires durante todo el tiempo que perdure la enfermedad, estudios posteriores y posibles nuevas intervenciones.



Refiere que en el mes de agosto del año 2007, a raíz de un estudio realizado, se detecta una anomalía en la columna de su esposa; que le diagnosticaron hernia de disco; que al tomar conocimiento que en la Fundación Favaloro se realiza la operación con aparatos modernos que reducen los riesgos, con un método totalmente distinto y un menor tiempo de recuperación, razón por la cual solicitó a las obras sociales demandadas le faciliten los medios para concurrir a la consulta prevista para el día 15/04/09, al mismo tiempo que peticionó a la apelante (I.P.S.S.) derivación extra provincial, a fin de que se autorice la intervención quirúrgica en la referida Fundación.


___Impartido que fuera el trámite, y producido los informes pertinentes, a fs. 135 el “a quo” requirió a la actora que especifique el objeto concreto subsistente en la presente acción e indique “...qué cobertura ha sido ya brindada por cada uno de los demandados, detallando los porcentajes respectivos si correspondiera y, cuál es la que no ha sido otorgada hasta la fecha...”, lo que generó la presentación agregada a fs. 136/139.



5º) Que, en este contexto, y sin pretender desconocer la supremacía del derecho a la salud y la posibilidad de acceder a una mejor calidad de vida que le asiste a la actora, cabe adelantar un resultado adverso a la procedencia de la vía intentada, toda vez que en autos se encuentra ausente el requisito de la urgencia, necesario para su procedencia.



Así, del cargo inserto a fs. 59 surge que la acción fue deducida el día 27/08/2009, mientras que las constancias agregadas a fs. 99, 118 y 119 dan cuenta que la Sra. Figueroa fue internada en forma programada en la Fundación Favaloro el día 26/08/2009, y que luego de someterse a una microdiscectomía lumbar, fue dada de alta el día 27/08/2009.



La situación precedentemente referenciada, corroborada por el requerimiento de fs. 135, evidencia la inexistencia de amenaza inminente o lesión consumada exigida por el precepto constitucional y, consecuentemente, de la urgencia fundada en razones médicas y pone en evidencia la ausencia de un supuesto de excepción al cumplimiento de la finalidad de inmediata tutela constitucional, que constituye requisito indispensable para habilitar la vía del amparo.


6º) Que, en razón de ello, y limitado –entonces- el amparo al reintegro de la suma reclamada por los ítems individualizados en la presentación de fs. 136/139, no resulta procedente la vía intentada, toda vez que para que así sea debe demostrarse, además, la ineficacia de las vías legales paralelas o previas ya existentes, por lo que la hipotética lentitud que pueda atribuirse al trámite ordinario no constituye, sin más, un argumento que justifique la procedencia de la vía sumarísima contemplada en el art. 87 de la Constitución Provincial (esta Corte, Tomo 64:221; 73:107; 83:173; 103:169), más aún en los casos –como se dijo- en que el requisito de la urgencia se encuentra ausente, tal la situación de autos.




Conforme lo ha señalado el Tribunal, los jueces no están facultados para sustituir los trámites que correspondan por otros que se consideren más convenientes y expeditivos. La acción de amparo no altera el juego de las instituciones vigentes, ni autoriza a extender la jurisdicción acordada a los magistrados por la Constitución y las leyes; de lo contrario y siendo que todo derecho posee fundamentación constitucional (art. 31 de la Constitución Nacional), correspondería derogar lisa y llanamente toda legislación procesal vigente y tramitar cualquier cuestión por la vía del amparo, en razón de que siempre se hallaría en discusión algún derecho que necesariamente tiene raigambre constitucional (esta Corte, Tomo 64:535; 66:643; 73:267; 76:1085, entre muchos otros).



En tales condiciones, resulta de aplicación el principio vigente en materia de amparo según el cual es improcedente cuando su objeto está constituido por una pretensión de índole patrimonial, como ocurre en la especie (esta Corte, Tomo 64:535; 66:643; 67: 379; 76:1085; 83:835, entre otros), para lo cual existen las vías procesales adecuadas que hacen innecesario acudir al sumarísimo procedimiento del amparo.


7º) Que, por otra parte, y tal como se expuso oportunamente, las cuestiones de fondo tratadas por el “a quo” en la sentencia impugnada, en especial respecto a los beneficios y desventajas de las prácticas médicas que se prestan en nuestra Provincia, requieren de mayor debate y prueba, en razón de lo cual no aparece como evidente la pretendida ilegalidad en los actos emanados de la obra social demandada, lo que también hace improcedente el remedio intentado. Se tiene dicho que éste es viable sólo en los supuestos donde los vicios imputados son evidentes y no se requiere amplitud de debate y prueba, lo que exige especial criterio de los jueces y letrados para impedir que pueda llegar a desnaturalizárselo (esta Corte, Tomo, 73:107). En este sentido, los jueces deben extremar la ponderación y la prudencia a fin de no decidir, por el sumarísimo trámite del amparo, cuestiones susceptibles de mayor debate y que corresponda resolver de acuerdo con los procedimientos ordinarios (esta Corte, Tomo 55:13; 73:121; 83:835, entre otros), ya que un ensanchamiento indebido de su cauce provocaría sin dudas su deformación, con el consecuente menoscabo –por la cognición limitada de su trámite- del principio del debido proceso, y el descalabro de todo el mecanismo jurisdiccional (esta Corte, Tomo 45:821; 55:89; 65:257; 93:587, entre otros).


___Cabe concluir, que no se configura en la especie una extrema y delicada situación en la que, por carencia de otras vías legales aptas, peligre la salvaguarda de derechos fundamentales, ni la presencia de arbitrariedad o ilegitimidad manifiesta, que ante la ineficacia de los procedimientos ordinarios origine un daño concreto y grave solo eventualmente reparable por esta vía urgente y expeditiva, tornándose inadmisible por cuanto la determinación de la eventual invalidez del acto requiere de una mayor amplitud de debate y prueba, conforme lo señalara de manera reiterada este Tribunal siguiendo la doctrina de la Corte Suprema Nacional (Tomo 43:333; 47:395; 56:118; 61:917; 64:137; 67:481; 88:955, entre otros; CSJN, Fallos, 275:320; 296:527; 302:1440; 305:1878; 306: 788; 319:2955).



8º) Que, en virtud de lo expresado, corresponde admitir el recurso de apelación de fs. 175 y, en su mérito, revocar lo decidido en la sentencia de fs. 155/167 y vta., y rechazar la demanda de amparo.



9º) Que respecto a la imposición de costas, este Tribunal ha resuelto reiteradamente que en los procesos de amparo las costas deben aplicarse a la parte vencida en su pretensión, en virtud del principio objetivo de la derrota contenido en el artículo 67 del Código Procesal Civil y Comercial (Tomo 64:221, 309, 563; 66:193; 81:307), como también que –conforme a la norma citada- dicho principio no es absoluto en tanto contempla la posibilidad de eximir total o parcialmente de esta responsabilidad al litigante vencido siempre que existiere mérito para ello.



Asimismo se sostuvo que cuando las circunstancias particulares de la causa evidencian que quien litigó pudo fundadamente creerse con derecho a ello, como ocurre en autos, debe aplicarse la exención de costas, en razón de lo cual corresponde imponer las costas de la presente instancia por el orden causado (esta Corte, Tomo 108:129).



Los Dres. Gustavo Adolfo Ferraris, María Cristina Garros Martínez y Sergio Fabián Vittar, dijeron:



1º) Que proponemos una solución distinta al calificado voto que nos precede, no sin antes adherir al párrafo 1º que describe el sustento fáctico y las constancias de la causa.



2º) Que la jurisdicción de los tribunales de segunda instancia está limitada por el alcance de los recursos concedidos, que determinan el ámbito de su competencia decisoria; la medida de la apelación, la extensión de los agravios, fijan el círculo dentro del cual se mueve la alzada (“tantum devolutum quantum apellatum”) (cfr. Morello, Sosa Berizonce, “Códigos Procesales en lo C. y C. de Bs. As. y de la Nación”, Tomo III, pág. 97).-



El principio de congruencia –dice De la Rúa- tiene en segunda instancia manifestaciones específicas, más limitantes y rigurosas, porque el juicio de apelación tiene un objeto propio que son las pretensiones impugnativas de los recurrentes y la voluntad de éstos limita o condiciona más al juez del recurso. Sus agravios constituyen el ámbito exclusivo sobre el cual debe resolver, y su competencia funcional está determinada por los motivos invocados por el recurrente en función de los agravios por el perjuicio ocasionado por el fallo (De la Rúa, Fernando, “Límites de los recursos y prohibición de `reformatio en peius´ en materia penal y civil”, LL, 1982-B-102, citado por Loutayf Ranea, Roberto, El Recurso ordinario de apelación en el proceso civil, Editorial Astrea, pág. 116).



3º) Que sentado ello, y precisando los agravios del recurrente, cabe señalar que a tenor de lo dispuesto por el art. 87 de la Constitución de la Provincia, la acción de amparo procede ante actos u omisiones ilegales de la autoridad o de particulares restrictivos o negatorios de las garantías y derechos subjetivos explicita o implícitamente allí consagrados. La viabilidad de esta acción requiere, en consecuencia, la invocación de un derecho indiscutible, cierto, preciso, de jerarquía constitucional, pero además que la conducta impugnada sea manifiestamente arbitraria o ilegítima, y que el daño no pueda evitarse o repararse adecuadamente por medio de otras vías (cfr. esta Corte, Tomo 61:917; 64: 137; 65:629; 91:603; 95:711; 119:495, entre otros).



Así, constituye el amparo un proceso excepcional que exige, para su apertura, circunstancias muy particulares, caracterizadas por la presencia de arbitrariedad o ilegitimidad manifiestas que, ante la ineficacia de los procedimientos ordinarios, origina un daño grave sólo eventualmente reparable por este procedimiento urgente y expeditivo. Debe tratarse de una vulneración de garantías constitucionales, pues, la razón de ser de la acción de amparo no es someter a la vigilancia judicial el desempeño de los funcionarios y organismos administrativos, ni el contralor del acierto o error con que ellos cumplen la función que la ley les encomienda, sino proveer el remedio adecuado contra la arbitraria violación de los derechos y garantías reconocidos por la Constitución (cfr. doctrina de la CSJN, en Fallos, 305:2237; 306:788, entre muchos otros).



Es así que el objeto de la demanda de amparo es la tutela inmediata de los derechos humanos esenciales acogidos por la Carta Magna frente a una transgresión que cause daño irreparable en tiempo oportuno y que exige urgentes remedios (D.J. Tomo II, 1985, pág. 452; esta Corte, Tomo 112:451, entre otros).



4º) Que cabe puntualizar que, a pesar de la inexistencia de normas referidas de manera sistemática a la salud, su reconocimiento y protección surge de varias disposiciones de la Constitución Nacional, en particular de los arts. 41, 42, 75 incs. 19 y 23. A su vez, la Constitución de la Provincia, en sus arts. 32, 33, 36, 38, 39, 41 y 42, contiene preceptos concretos y claros referidos a la protección del derecho a la vida y a la atención de la salud.



Por lo demás, la salud como valor y derecho humano fundamental encuentra reconocimiento y protección en diversos instrumentos comunitarios e internacionales, que gozan de jerarquía constitucional en virtud de lo preceptuado por el art. 75 ap. 22 de la C.N., entre los que cabe mencionar la Declaración Universal de Derechos Humanos de la ONU de 1948, arts. 3º y 25 inc. 2º; Pacto Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 10 inc. 3º y 12; Convención Americana de Derechos Humanos, arts. 4º, 5º y 2º; entre otros.



Por su parte, la ley 7127 que crea el Instituto Provincial de Salud de Salta, como una entidad autárquica con personería jurídica, individualidad administrativa, económica y financiera, y capacidad como sujeto de derecho (art. 1º), establece en su art. 2º que, el objeto de esa entidad autárquica será la preservación de la salud de sus afiliados y beneficiarios, destinando prioritariamente sus recursos a esas prestaciones, como así también, a aquellas contingencias sociales que pongan en riesgo la integridad psicofísica de sus afiliados, a través de prestaciones de salud equitativamente integrales, solidarias, financieras, técnicamente eficientes, y razonablemente equilibradas, que respondan al mejor nivel de calidad disponible y garanticen a los beneficiarios la obtención del mismo tipo y nivel de prestaciones, eliminando toda forma de discriminación en base a un criterio de justicia social.



5º) Que en la especie, el actor promueve esta acción de amparo, en representación de una afiliada, con el objeto de que se condene a las obras sociales demandadas a proveer de una cobertura del 100 % de toda prestación médica, y gastos que demanden los traslados y los de un acompañante hasta la Fundación Favaloro de la ciudad de Buenos Aires, durante todo el lapso de tiempo que perdure la enfermedad de la Sra. Elda Betina Figueroa, como también los estudios posteriores y posibles nuevas intervenciones, por haber asumido las accionadas la prestación que les correspondía, pero sólo en forma parcial.



De las constancias de autos y de la documentación presentada se observa que el recurrente, ante la solicitud de la accionante en sede administrativa, se había comprometido a afrontar los gastos correspondientes a su traslado a la ciudad de Buenos Aires, pero con una cobertura del 80 %, quedando el 20 % restante a cargo de la afiliada, por entender que era una obligación legal que ésta debía asumir de conformidad a la normativa vigente, y que la obra social de la U.N.Sa tomaba a su cargo lo correspondiente a las prestaciones médicas en ese mismo porcentaje.



Tanto la anomalía existente en la columna vertebral de la Sra. Figueroa, como la intervención quirúrgica requerida para esa dolencia, fueron acreditadas con prueba suficiente y fidedigna que no fue desconocida por el apelante, quien se resistió al pago del coseguro.



Al ser ello así, no puede aducir en esta instancia, como lo hace en su memorial, que por tener concedida la cobertura para que se concretara la cirugía en la Fundación Favaloro y que la operación puede realizarse en Salta, no se encuentre justificada la urgencia para que sea procedente la vía elegida por el accionante, toda vez que la conducta asumida por el recurrente fue de asumir la prestación en forma parcial, ocasionando con ello una vulneración a la protección integral del derecho a la salud.



La situación antes descripta, agregado a que la accionante contaba –además- con la obra social de la U.N.Sa, la que asumía la práctica quirúrgica y los gastos de internación, evidencia la ilegitimidad de la decisión del apelante, quien debería haber tomado a su cargo la totalidad de los gastos de traslado y no sólo reconocer el 20 % de ellos, con lo que queda debidamente justificada la promoción de esta acción.



Al respecto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que, el derecho a la vida es el primer derecho natural de la persona humana, preexistente a toda legislación positiva, y que resulta reconocido y garantizado por la Constitución Nacional y las leyes, y que el derecho a la salud, que no es un derecho teórico sino que debe ser examinado en estrecho contacto con los problemas que emergen de la realidad social, penetra inevitablemente tanto en las relaciones privadas como en las semipúblicas (cfr. Fallos, 324:754, del voto de los Dres. Fayt y Belluscio; esta Corte, Tomo 112:451).



6º) Que otro agravio del apelante, se refiere a lo dispuesto por parte del tribunal “a quo” que lo condena a afrontar el pago del pasaje de avión adquirido a la empresa Clever Tours, pues     –sostiene- no se presentaron los comprobantes correspondientes, y la única constancia de su pago es un voucher. No obstante ello, no existe controversia acerca de la realización del viaje por la Sra. Betina Figueroa para el tratamiento de su estado de salud, para lo cual no es difícil interpretar que lo concretó con la adquisición de dicho pasaje, cuyo pago, en consecuencia, debe ser afrontado por el recurrente.



7º) Que del análisis precedente se infiere que los agravios expuestos por el apelante no logran conmover los fundamentos de la sentencia de primera instancia que lo condenó en los términos allí dispuestos, y sus argumentos sólo denotan una divergencia con lo interpretado por el tribunal “a quo” acerca de la procedencia de la acción instaurada.



8°) Que en referencia a las costas impuestas en primera instancia, como lo ha resuelto esta Corte en forma reiterada, en los procesos de amparo deben aplicarse a la parte vencida en su pretensión, con arreglo al principio objetivo de la derrota contenido en el art. 67 del Código Procesal Civil y Comercial (Tomo 64:221, 309, 563; 65:521, 601, 629, 905; 66:193; 71:63, entre muchos otros). Ello es así, no en calidad de sanción, sino como reconocimiento de los gastos que se ha visto obligado a afrontar el vencedor, con prescindencia de cualquier aspecto subjetivo demostrado por el perdedor en la contienda.



Y si bien el principio del vencimiento para hacer soportar las costas no es absoluto, pues en la misma norma también se consagra la potestad del juez de “eximir total o parcialmente de esta responsabilidad al litigante vencido, siempre que encontrare mérito para ello, expresándolo en su pronunciamiento” (art. 67 del Cód. de Proc. Civ. y Com.), en autos no aparecen esas circunstancias excepcionales.



 Así, las constancias del presente y el pronunciamiento cuestionado, demuestran que no existe una circunstancia que haga mérito para apartarse del principio general aplicable, ello por cuanto el actor se vio en la necesidad de utilizar la vía del amparo con el objeto de que las obras sociales demandadas provean la cobertura de la intervención quirúrgica de la Sra. Figueroa en un 100 %, debido a que sólo le ofrecían brindarla en forma parcial, y concluyó con la sentencia por la que se condena al accionado en los términos y con los alcances del considerando XII de fs. 167, en donde se tuvo en cuenta los costos que hasta esa fecha restaban cubrir, y se condenó al Instituto Provincial de Salud a afrontar el precio del pasaje de avión del 11 de agosto de 2009, y el correspondiente al tercer viaje realizado a Buenos Aires para control.




9º) Que, siendo ello así, corresponde desestimar el recurso de apelación interpuesto, y confirmar la sentencia impugnada en todo lo que ha sido materia de agravios. Con costas por aplicación del principio objetivo de la derrota.



El Dr. Guillermo Alberto Posadas, dijo:



Por sus fundamentos, adhiero al voto que antecede.



La Dra. María Rosa I. Ayala, dijo:


Que, analizadas estas actuaciones y el voto de los Dres. Ferraris, Garros Martínez y Vittar, adhiero a la solución que allí se propicia, dado que, si bien la ley 7127 reconoce al I.P.S.S. la facultad de establecer un “sistema de coseguros” en las prestaciones que brinda a sus afiliados (art. 4º, último párrafo), debe tenerse en cuenta la situación socio-económica de la afiliada. En ese contexto, si la Sra. Figueroa tuvo que pedir un préstamo para viajar (pasaje que reclama por esta vía) ya que, en otra oportunidad viajó en ómnibus, a pesar de su problema de columna, es dable concluir que no se encontraba en condiciones de afrontar los gastos que implicaba el viaje en avión optando por lo más económico. Por ello es que, en supuestos como el acontecido en autos, ha sido otorgada la cobertura total, por vía de excepción (esta Corte, Tomo 131:133, entre otros).



Por lo que resulta de la votación que antecede,


________________________LA CORTE DE JUSTICIA,


_____________________________RESUELVE:



I. RECHAZAR el recurso de apelación de fs. 175 y, en su mérito, confirmar la sentencia de fs. 155/167 vta. Con costas.



II. MANDAR que se registre y notifique.


(Fdo.: Dres. Guillermo A. Posadas -Presidente- María Cristina Garros Martínez, Gustavo A. Ferraris, María Rosa I. Ayala, Guillermo A. Catalano, Abel Cornejo y Sergio Fabián Vittar -Jueces de Corte-. Ante mí: Dra. Mónica Vasile de Alonso –Secretaria de Corte de Actuación-).
